DIPUTADOS  DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

El que suscribe Luis Armando Córdova Díaz, diputado integrante de esta Quincuagésima Novena Legislatura  del H. Congreso del Estado de Jalisco, en ejercicio de las facultades que se establecen en el artículo 28 fracción I de la Constitución Política y de conformidad a lo que establecen los artículos 22 fracción I; 149 y 154, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, someto a consideración de esta Honorable Soberanía la presente Iniciativa de Decreto, que tiene por objeto mejorar la integración de las disposiciones que regulan la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, mediante la forma de diversos artículos de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, las Leyes de Ingresos Municipales y establecer las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten los reglamentos correspondientes, en cumplimiento y de conformidad con las fracciones II, III y IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 77, 79 y 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en base a los siguientes:

ANTECEDENTES Y EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. Fundamento Constitucional para los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en la fracción II, inciso a) de su artículo 115, que:

Art. 115, fracción III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a).- Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales.

Esta disposición se reitera en la fracción I del artículo 79 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y en la fracción  I del artículo 94 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. 

II. Fundamento constitucional para la regulación municipal de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La fracción III del artículo 115 Constitucional establece cinco categorías, conceptos o tipos de servicios: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales. Al determinar el carácter municipal de estos servicios, otorga a los gobiernos municipales o ayuntamiento la facultad para emitir la normatividad donde se regule su prestación, en los dos primeros párrafos de la fracción II del mismo artículo 115, donde se dispone que:

II.- Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

La facultad normativa de los Ayuntamientos para regular los servicios públicos de su competencia, se reitere en el artículo 77, fracción II, inciso b) de la Constitución Política del Estado de Jalisco, donde se especifica que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:

II. Los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, con el objeto de:

b) Regular las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia;

III. Fundamento constitucional para emitir las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado, relativas a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El artículo 115 Constitucional en el tercer párrafo de su fracción II, indica que:

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:

a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento. 

c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate este imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesidad solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y 

e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. 

Las disposiciones constitucionales que precisan el objeto de las leyes en materia municipal, se reiteran en el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se precisa que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:

I a IV. ……

Las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado únicamente deberán establecer: 

I. Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

II. Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;

III. Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que  se refieren tanto las fracciones III y IV del artículo 115, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal, cuando al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio  de que se trate este imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será  necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y

V. Las normas que establezcan los procedimientos mediante las cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquellos, con motivo de los actos derivador y de los incisos II y IV (sic) anteriores. 

El artículo 115, fracción II, inciso a) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga a las Legislaturas Estatales dos atribuciones e materia municipal: la primera consiste en emitir las bases generales necesarias para conferir una homogeneidad básica al gobierno municipal, que establezcan los lineamientos esenciales de los cuales no puede apartarse en el ejercicio de sus competencias constitucionales; y la segunda, relativa a la emisión de disposiciones de detalle sobre esa misma materia aplicables solamente en los Municipios que no cuenten con reglamentación pormenorizada propia, con la peculiaridad de que en el momento en que éstos emitan sus propios reglamentos, las disposiciones supletorias del Congreso resultaran automáticamente inaplicables. 

Conforme al mandato constitucional, corresponde al Congreso del Estado expedir las leyes en materia municipal en donde se determinen las normas  que constituyen las bases generales de la administración pública municipal, para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración pública en general y la administración de los servicios públicos a su cargo, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. 

Las atribuciones de los Ayuntamientos del Estado de Jalisco para emitir la reglamentación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, se reiteran en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco y en la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, en las siguientes disposiciones:

Artículo 37 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. Son obligaciones de los Ayuntamientos, las siguientes:

VIII. Expedir y aplicar los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, conforme a las bases generales definidas por las leyes federales y estatales en la materia;

Artículo 97 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios.

El servicio de agua potable en el Estado será medido siendo obligatoria la instalación de aparatos medidores por la autoridad para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 98 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios… Los reglamentos municipales establecerán:

I. Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley, 

II. Los mecanismos para su cobro; y 

III. Los derechos y obligaciones del prestador de servicios y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes. 

IV. Fundamento constitucional para emitir las leyes hacendarias en materia municipal: Las contraprestaciones que corresponden a servicios públicos federales, estatales y municipales, en congruencia con las obligaciones y derechos que generen a los gobernados y dependiendo del grado de obligatoriedad que su prestación implique para los respectivos gobiernos, pueden adquirir el carácter de contribuciones en el concepto de derechos. 

El fundamento para establecer las cuotas y tarifas de contribuciones aplicables derechos, por la prestación de servicios públicos se establecen en la fracción IV del Artículo 115 Constitucional, donde se dispone que:

IV.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como  de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) y b)….
c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios a favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y contribuciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercicios en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley. 
Los fundamentos constitucionales de la hacienda municipal se integran en el artículo 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se indica que:

Artículo 89. El Congreso del Estadio aprobará las leyes de ingresos de los municipios y revisará y fiscalizará las cuentas públicas municipales, en los términos de lo dispuesto por esta Constitución y las leyes que de ella emanen. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos, disponibles y en las reglas establecidas en las leyes municipales respectivas. 

Las leyes estatales o establecerán exenciones o subsidios a favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán al Congreso del Estado, conforme al procedimiento que se establezca en la ley de la materia las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores el cobro de las contribuciones cobre la propiedad inmobiliaria

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen conforme a la ley. 

IV. Leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, tratamiento y disposición de aguas residuales en el Estado de Jalisco, se integra por las disposiciones de las siguientes leyes:

1. Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco;

2. Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco;

3. Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

4. Las leyes que regulan los sistemas de agua potable, drenaje y alcantarillado para los distintos municipios del Estado de Jalisco, en donde se opto por descentralizar la administración de estos servicios de la administración pública municipal; y

5. Las leyes de ingreso de los municipios, donde se integran tanto disposiciones administrativas y que regulan la prestación de los servicios, como las normas tributarias que constituyen el fundamento legal para la determinación y cobro de los derechos correspondientes a estos servicios. 

V.  Falta de congruencia entre las leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de aguas potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: Las disposiciones estatales que integran el marco normativo que regula la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas  residuales, se expidieron y reformaron en forma sucesiva, sin verificar su congruencia constitucional, como entre los conceptos y disposiciones de los mismos ordenamientos estatales. 

Al analizar las leyes estatales que se indican en el apartado anterior, advertimos problemas de congruencia, tanto en el enunciado de los servicios, los conceptos para su cobro como contraprestaciones, las disposiciones administrativas y las normas operativas, como advierte en los conceptos que se exponen a continuación. 
El artículo 37 fracción VIII y el artículo 94 fracción I de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal son congruentes con las disposiciones constitucionales al enunciar como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua Potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales.

Pero en la fracción V del artículo 132 la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco se indica únicamente dos servicios, al disponer que:

Artículo 132.- Los ingresos que por concepto de derechos obtenga el Municipio, procederán de la prestación de los siguientes servicios:

V. Agua y alcantarillado;

La Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios en su artículo 99 realiza un desglose de los conceptos de estos servicios, que deben comprender las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua, en la forma siguiente:

Artículo 99. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua comprenderán:

I. La instalación de tomas domiciliarias;
II. Conexión del servicio de agua;

III. Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

IV. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigente, en los términos de la legislación aplicable;
V. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;

VI. Instalación de medidor;

VII. Uso habitacional;

VIII. Uso comercial;

IX. Uso industrial;

X. Uso en servicios en instituciones públicas;

XI. Uso en servicios de hotelería;

XII. Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;

XIII. Servicios de alcantarillado para uso habitacional;
XIV. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

XV. Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;

XVI. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales;

XVII. Servicio de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y 

XVIII. Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres ordenes de gobierno. 

En el caso de los organismos operadores descentralizados intermunicipales, los ayuntamientos respectivos deberán de coordinarse para que sus leyes de ingresos se unifiquen en la parte correspondiente a las tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento. El Congreso del Estado deberá tomar en cuenta dicha unificación en los decretos respectivos. 

Pero esta disposición no se integro a las Leyes de ingresos municipales en donde los conceptos se enuncian en forma distinta. Tomando como referencia la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara para el ejercicio fiscal 2010, establece los conceptos de derechos en los términos siguientes:
Artículo 54.- El servicio medido será obligatorio en las zonas urbanas y suburbanas de este Municipio, con excepción de los predios baldíos. A aquellos usuarios que se opongan a la instalación del aparato medidor se les suspenderá el servicio de agua potable y alcantarillado.

I.- El servicio de medición se sujetará a las reglas generales siguientes:

II.- Uso Doméstico:

III.- Otros Usos:

Artículo 56.- Uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado:

Las personas físicas o jurídicas, propietarias o poseedoras de predios urbanos o suburbanos, deberán al SIAPA por el uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado, de acuerdo con las cuotas siguientes:

…

La solicitud de vialidad para la factibilidad tendrá un costo de recuperación de $116.60,..

La solicitud de los dictámenes técnicos para factibilidad tendrá un costo de recuperación de: …

Artículo 57.- Excedencias:

Para efectos de este artículo se entiende como excedencia la diferencia que resulta cuando la cantidad de agua demandada es mayor que la cantidad de agua asignada. 

La excedencia se aplicará en todos los casos que se genere por obra nueva, ampliación, remodelación o cambio de uso de cualquier predio. 

Para el otorgamiento del servicio de agua potable la excedencia se calculará sobre la base del volumen asignado de un litro por segundo por hectárea de superficie total del predio considerado. 

Artículo 60.- Para efectos de la presente Ley se entiende por:

a) Descarga: la acción de verter aguas residuales al sistema de alcantarillado o drenaje;

b) Aguas residuales: los líquidos de composición variada provenientes de las descargas de los usos industriales, comerciales, de servicios, agrícolas, pecuarios, domésticos, de tratamiento de aguas incluyendo fraccionamientos; y en general de cualquier uso, así como la mezcla de ellas. 

Ante la falta de congruencia que se advierte entre las disposiciones de aguas residuales, la presente iniciativa tiene la finalidad de:

1. Reformar las disposiciones vigentes, para hacerlas congruentes con las normas constitucionales en donde se establecen como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua Potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales; 

2. En observancia a las disposiciones constitucionales y en ejercicio de la atribución que corresponde al Congreso del Estado para expedir las leyes en materia municipal, reformar la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios para determinar las normas que constituyen las bases generales de la administración pública municipal para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. Estas bases generales y disposiciones supletorias, deben configurar los modelos que pueden aplicarse a la administración de estos servicios públicos, como son:

a) La integración y operación de organismos públicos municipales o intermunicipales, la integración y funcionamiento de organismos operadores por vecinos o particulares;
b) La integración y operación organismos operadores por vecinos o particulares que asuman en forma concesionada la prestación de estos servicios; y

c) La integración y operación de dependencias municipales en los municipios donde el Ayuntamiento decida por administrar en forma directa la prestación de estos servicios. 

3. Analizar los procedimientos para determinar las cuotas, tarifas o precios que corresponda pagar a los usuarios de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, atendiendo a su naturaleza operativa, los derechos y obligaciones que corresponden a los usuarios, así como el grado de obligación que corresponda a los Gobiernos Municipales en su prestación, con la concurrencia que corresponda a los Gobiernos Federal y Estatal, en atención a la administración de las fuentes de aprovisionamiento de agua, las obras de infraestructura regionales para su capacitación y transporte, como el tratamiento y disposición de las aguas residuales, en el contexto de normas y compromisos nacionales e internacionales, que atienden a garantizar el aprovechamiento sustentable de los recursos hidráulicos. 

Con base en este análisis es posible establecer los conceptos de los servicios que necesariamente deben determinarse y cobrarse como contribuciones, tanto en relación con las contraprestaciones que deban pagar los usuarios, como  las sanciones en que puedan incurrir. En este caso se ubican las cuotas y tarifas que corresponden a los servicios de tratamiento y disposición de aguas residuales, como también las sanciones económicas o multas, que tienden a garantizar la observancia de las disposiciones operativas y en especial, el cumplimiento de las normas ecológicas relativas a la responsabilidad ambiental en el aprovechamiento de las aguas, sus fuentes, tratamiento y descarga. 

V. El procedimiento para establecer las cuotas y tarifas del servicio de agua potable. En la presente iniciativa, se analiza que el procedimiento que sigue la fijación de las cuotas y tarifas, está íntimamente vinculado con la naturaleza jurídica del cobro por los servicios de agua, así como con la forma en que se presta el servicio público del agua. Es decir, la formalidad para la aprobación de la tarifa depende de si la presta directamente el municipio, mediante un organismo desconcentrado, o si lo hace descentralizándose con la ayuda de un organismo para – municipal, conforme a su naturaleza de contribución con la modalidad de derecho o mediante la determinación de las tarifas como precio público, que corresponde a un producto. Actualmente se aplican tres mecanismos para la  fijación y cobro de las tarifas de agua potable: 
1. Fijación como atribución (derecho) por el Poder Legislativo. Al año 2009, cerca del 30% de las entidades federativas en México aprobaron sus cobros por agua en los congresos locales. De tal modo que aun en el caso en que se haya creado y provea los servicios un organismo descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, éste no posee autonomía tarifaria y, por tanto, una de las decisiones más importantes para la gestión del servicio público queda fuera de su ámbito de competencia.
 De acuerdo con las “Estadísticas del Agua en México, edición 2010” de la Comisión Nacional del Agua con información actualizada a junio de 2009, sólo en once entidades federativas la autorización de las cuotas y tarifas por servicios de agua potable sigue siendo atribución de los Congresos Estatales; estos son: Baja California, Chihuahua, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Puebla, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Yucatán. En este grupo puede incluirse el caso especial del Distrito Federal, donde las tarifas se establecen por la Asamblea de Representantes. 

A partir del año 2001 y por efectos de la reforma constitucional del artículo 115, si el pago por el servicio de agua se considera una contribución municipal, la tarifa debe ser propuesta por el Ayuntamiento al Congreso del Estado para su aprobación y publicación anual en la Ley de Ingresos. 

Este procedimiento puede admitir la variante de aprobar la tarifa mediante la aplicación de un algoritmo o formula, la cual en su caso, debe ser de aplicación  estricta, por el principio de reserva de ley tributaria, que opera respecto a todas las contribuciones. 

En este mecanismo y sistema el elemento fundamentalmente es considerar la cuota o tarifa como una contribución, en el concepto de “derecho”, derivado de la premisa de garantizar el control público de la determinación y cobro de las contraprestaciones por derechos. Si la decisión fundamental se conserva, esto es, si la cuota o tarifa correspondiente a la contraprestación por el servicio de agua potable es un derecho, se esta en el marco del derecho tributario en donde prevalece los principios de legalidad tributaria o reserva de ley, esto es, que las normas que establecen un tributo, necesariamente tiene su fundamento y origen en una ley, en acto formal y materialmente legislativo, como se precisa en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución General de la República por lo cual la facultad para su determinación corresponde sólo al Poder Legislativo y no es posible delegarla al Poder Ejecutivo, al Ayuntamiento o a un organismo público descentralizado o entidad particular.
Si el organismo que administra el servicio público de agua tiene personalidad jurídica distinta a la del municipio, no se le puede aplicar disposiciones constitucionales y legales que regulan sólo a éste como instancia de gobierno y autoridad. 
Tampoco los ingresos propios que recibe el organismo por los servicios que presta con la categoría de productos, se pueden considerar ni regular como ingresos fiscales del municipio. Por tanto no existe razón para la intervención del Poder Legislativo para la fijación de tarifas o cuotas, pues éstas no son ingresos fiscales municipales. 
A cambio del que el cobro sea crédito fiscal, conforme a lo cual la administración está facultada para realizar el procedimiento administrativo de ejecución, los organismos pierden autonomía tarifaria. 

En principio, el poder coactivo del procedimiento administrativo de ejecución es necesario para lograr una buena cobranza. El mismo poder coactivo podría derivarse de la simple potestad de cortar el servicio, ante el no pago, sin necesidades de ceder independencia. 

Si el análisis orgánico y operativo del sistema de agua potable y alcantarillado lleva a la conclusión de la necesidad de otorgar “autonomía tarifaria” al organismo operador, la reforma a la ley no puede limitarse a delegar esa facultad, que por su naturaleza tributaria o fiscal sólo corresponde al Poder Legislativo y de aprobarse, generaría una inconstitucionalidad. Para otorgar esa autonomía tributaria, s necesario establecer y decidir que las cuotas o tarifas por el servicio de agua no tiene carácter de contribuciones y por ello, pueden determinarse como el precio público que corresponde como contraprestación por el servicio público que materialmente se demanda y se recibe. 

2. Fijación de la tarifa por el Ayuntamiento. Al año 2009, en cinco de las 32 entidades federativas las tarifas se autorizan por el Ayuntamiento; estas son: Durango, Guanajuato, Guerrero, Michoacán y Tlaxcala.

En estos estados la decisión tarifaria es un acto administrativo, no legislativo, mediante el cual se establece la tarifa, con la respectiva publicidad en la gaceta municipal, por ejemplo, como lo regula la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado de Michoacán. En este mecanismo la tarifa deja de ser una contribución y se asume como un  precio público que debe determinar el Gobierno Municipal. 

Ese procedimiento es más sencillo que la autorización legislativa, que requiere a la vez aprobar la tarifa en el Ayuntamiento y su aprobación en el Poder Legislativo.  

Tiene además la ventaja de depositar toda la responsabilidad en el Ayuntamiento, quien tiene la atribución constitucional de administrar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, drenaje y saneamiento. Pero conserva elementos políticos en la decisión, ya que esta facultad corresponde al colegiado de regidores que integran el Pleno del Ayuntamiento. 

3. Fijación de la tarifa por decisión del órgano de gobierno del organismo operador. Al año  2009, en la mayoría (62%) de las entidades federativas, la aprobación de las tarifas corresponde a los consejos de administración  de la entidad descentralizada del gobierno estatal o municipal o por los Ayuntamientos. Al asumirse la Reforma Constitucional Municipal vigente a partir del 2001 y actualizar las disposiciones fiscales, las cuotas y tarifas por servicios de agua potable dejaron de ser competencia del Poder Legislativo y las leyes otorgaron las facultades para su determinación y actualización a los propios organismos operadores y a los ayuntamientos. 

En la mayoría de quince entidades federativas, las leyes en materia de servicios de agua potable, alcantarillado, drenaje, tratamiento y disposición final de aguas residuales, atribuyen la facultad para autorizar las cuotas de los organismos operadores, donde se incluyen los Estados de Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, México, Nayarit, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Veracruz, Tamaulipas y Zacatecas. Existe una variante en el Estado de Tamaulipas en donde el Ejecutivo Estatal autoriza la tarifa a propuesta de los prestadores de los servicios.

Con base la legislación estatal vigente, comprobamos que en la mayoría de las entidades federativas, el órgano de gobierno de la entidad prestadora de servicios no sólo tiene como atribución la de realizar los estudios para reflejar el costo de los servicios, sino que también diseña su política de fijación de costos, tanto en lo relativo a la forma que tendrán las tarifas – progresivas, decrecientes, fijas – como en lo que toca a las actualizaciones de ésta.

La Ley del Agua del Estado de México, concibe a las tarifas como contraprestaciones. Así considera y establece que las tarifas son precios a cobrar a los usuarios, lo que da a los ingresos del organismo operador para municipal la calidad de ingresos públicos no tributarios. 

Desde luego, si la ley municipal en la materia establece que corresponderá al organismo operador la fijación de las tarifas por el servicio de agua, puede establecer las bases generales para su determinación, precisando criterios o señalando parámetros para un algoritmo o fórmula; en este caso, su aplicación no es necesario que sea estricta, como en el caso de las contribuciones. 

Un caso de este tipo de legislación es la de los organismos descentralizados de Sonora. Sin embargo, en caso de las fracciones X y XIII del artículo 20 de la legislación sonorense es peculiar porque también tiene la facultad de establecer los precios a terceros, convirtiéndose en este sentido en prestador y regulador del sector de servicios públicos de agua porque fija el precio. Otro aspecto es la previsión en el sentido de que habiendo particulares que den servicios de que compitan con el del organismo operador éstos se consideran servicios al público, abriéndose la posibilidad de que entren a este sector – tradicionalmente gubernamental – particulares que operen sus propias redes.

Diferente es el caso de la facultad para establecer tarifas en el Estado de México, donde solamente se permite que el organismo establezca sus tarifas, pero no se le dan otras atribuciones. 

En la presente iniciativa se proponen las reformas y adiciones a la Ley de Hacienda Municipal y a la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, a efecto de precisar los elementos fundamentales y de observancia obligatoria en el procedimiento para determinar las cuotas y tarifas, bajo el concepto de precio por un servicio público, a partir de la propuesta y bajo el control ciudadano, que garantice su determinación como contraprestación de un servicio público, con gran efecto social. 

VI. La revisión del concepto tributario de derechos. En la presente iniciativa se sustenta en la revisión del concepto de derechos y productos, conforme a los criterios de jurisprudencia obligatoria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La legislación fiscal vigente en el Estado de Jalisco coinciden en definir a los derechos como las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten el Estado o los Municipios en sus funciones de derecho público, en las siguientes disposiciones: 

Artículo 5 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.- Son derechos, las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten los municipios en sus funciones de Derecho Público. 

Artículo 7 del Código Fiscal del Estado de Jalisco.- Para los efectos de aplicación de este Código, se entenderá por:

II. Derechos.- Las contraprestaciones establecidas en la Ley, por los servicios que preste el Estado en su función de Derecho Público;

El Código Fiscal de la Federación de 1981 amplio el concepto tributario de derechos para incluir las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público; y mediante la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 20 de diciembre de 1991, se incluyo la excepción de considerar como contribuciones, las contraprestaciones por los servicios que “se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados”, conforme al siguiente texto vigente:

Artículo 2˚ del Código Fiscal de la Federación.- Las contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera:

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado. 

El concepto de derechos del Código Fiscal de la Federación y su excepción formal que excluye del régimen tributario las contraprestaciones que se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados, se reitera y aplica en la Ley Federal de Derechos en los términos siguientes:

ARTÍCULO 1˚ de la Ley Federal de Derechos.- Los derechos que establece esta Ley, se pagarán por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados y en este último caso, cuando se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en esta Ley. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado.  

Los derechos por la prestación de servicios que establece esta Ley deberán estar relacionados con el costo total del servicio, incluso el financiero, salvo en el caso de que dichos cobros tengan un carácter racionalizados del servicio.

La definición de la legislación hacendaria federal para los derechos como contribuciones tiene la limitación de asumir un criterio formal, para incluir o excluir en este concepto tributario una contraprestación por recibir servicios que  presta el Estado, por el sólo efecto estar administrados por organismos descentralizados u órganos desconcentrados y “no se encuentren previstos en la Ley Federal de Derechos”. 

En la presente iniciativa se propone superar esta limitación, mediante el criterio que estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de Jurisprudencia P./J. 92/2001, al resolver la Acción de inconstitucionalidad 9/2000. Para establecer y distinguir si la contraprestación por la prestación de un servicio tiene el carácter de contribución en forma de un derecho, se analiza la naturaleza de la relación que se establece entre el prestador del servicio y el usuario. El texto de esta tesis de jurisprudencia es el siguiente:

AGUA POTABLE. CUANDO EL ESTADO PRESTA EL 

SERVICIO MEDIANTE CONTRATOS ADMINISTRATIVO DE

ADHESIÓN, LA RELACIÓN JURÍDICA ENTRE LAS PARTES

NO CORRESPONDE A LA DE SUPRA A SUBORDINACION QUE 

EXISTENTE ENTRE UNA AUTORIDAD Y UN GOBERNADO, SINO A 

UNA RELACION DE COORDINACIÓN VOLUNTARIA ENTRE 

EL PRESTADOR DEL SERVICIO Y EL PARTICULAR. 

Al constituir el suministro de agua potable la prestación de un servicio público por el Estado como medio para la realización de un fin, que es el interés general y que se lleva a cabo mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el que se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor, la relación jurídica existente entre el prestador y el usuario del servicio no corresponde a la que supone la garantía consagrada en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, a la existente entre una autoridad y un gobernado, sino a la de coordinación voluntaria y de correspondencia entre el interés del prestador del servicio de suministro de agua y el particular, y aun cuando la prestación del mencionado servicio público está sujeta a una contraprestación, consistente en el pago de una cantidad de dinero proporcional al servicio recibido, cuando aquél no se cubre, dará lugar a que el prestador del mismo ejerza la facultad legal de suspenderlo, acto que, al ser consecuencia del incumplimiento, no exige que deba cumplirse con la garantía de legalidad a que se refiere el artículo 16 de la propia Constitución federal, pues la suspensión del servicio no es un cato de autoridad que deba estar fundado y motivado, sino que resulta del ejercicio de una facultad que se ejerce cuando se surte el incumplimiento del contrato. En estas condiciones, resulta inconcuso que el ejercicio de la facultad del prestador de servicios de servicios para suspender el suministro de agua potable a los usuarios, previo apercibimiento en los casos de falta de pago, o cuando se comprueben derivaciones no autorizadas o un uso distinto al convenido, de acuerdo con lo estipulado en el contrato de prestación de servicios, no implica que se prive al usuario de la vida, de la libertad, propiedades, posesiones o derechos, pues lo que acontece es una consecuencia lógica y jurídica del incumplimiento de un contrato de suministro de agua; de ahí que el prestador del servicio no tenga que acudir a los tribunales para exigir el cumplimiento del contrato, ya que, por regla general, en este tipo de relaciones jurídicas de adhesión se establece que si no se cubre el pago por el servicio, éste se suspenderá, previa oportunidad de cumplimiento de pago por el usuario, cuando se le aperciba de que se encuentra en los casos de suspensión. Además, si bien la falta de pago o la desviación, o uso indebido del agua, traen como consecuencia la suspensión del servicio, ello no puede equiparar a la hipótesis de hacerse justicia por propia mano o de ejercer violencia para reclamar un derecho, prohibida en el numeral 17 de la Carta Magna, toda vez que dicha suspensión deriva del incumplimiento del contrato de suministro y adhesión y encuentra su fundamento en la ley relativa a la que esté sujeto. 

Acción de inconstitucionalidad 9/2000. Diputados integrantes de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de Aguascalientes. 7 de mayo de 2001. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el tres de julio en curso, aprobó, con el número 92/2001, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de julio de dos mil uno. 

Novena Época. Registro: 189353. Instancia: Pleno. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XIV, Julio de 2001. Materia (s): Constitucional. Tesis: P./J. 92/2001. Página: 693.

Conforma al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si el servicio que presta el Municipio tiene como objeto administrar una actividad que la ley establece como obligación del usuario, constituirá una función de derecho público y se generará una relación de supra a subordinación, entre un órgano de gobierno que actúa como una autoridad y un gobernado. En este caso la contraprestación que se genere por la prestación del servicio, será una contribución y corresponderá al concepto tributario de derecho. 

Los casos que mejor ilustran este criterio, son las obligaciones que se generan en legislación en materia de “equilibrio ecológico y conservación del medio ambiente” por la responsabilidad ambiental que corresponde y deben asumir, las personas que realizan actividades que tienen un impacto contaminante en el medio natural y sus recursos, como son el agua, los causes y el suelo, conforme al principio de “quien contamina paga” como se expresa el Principio 13 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992), donde México asumió con los estados concurrente, la obligación de asimilar en la legislación nacional las disposiciones relativas a la responsabilidad de corregir o indemnizar los daños ambientales, conforme al siguiente enunciado:

Principio 13 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo.- Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad la indemnización respecto de las victimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán cooperar, asimismo, de manera expedita y más decidida en elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños ambientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera de su jurisdicción. 

En la materia de los servicios que regula la Ley de Aguas del Estado de Jalisco se incluye el servicio por tratamiento y disposición final de aguas residuales, obligación que en forma original y directa corresponde a quien al usar el agua, genera un grado mayor o menor de contaminación, por lo cual debe asumir la responsabilidad de realizar su tratamiento y disposición final, en condiciones que mitiguen el impacto ambiental. En este caso y otros análogos, el usuario no puede optar por realizar o evitar su responsabilidad de tratar las aguas residuales que generan sus actividades, servicio que asume el Municipio y cuya contraprestación, no queda al arbitrio del prestador o del usuario, pues implica una obligación de interés público. En este caso y conforme la relación que se establece de supra o subordinación, la contraprestación en pago del servicio, se debe establecer, determinar y cobrar conforme a los principios del derecho fiscal y tienen el carácter de contribuciones, en la modalidad de derechos.

Conforme a este criterio, en donde se atiende a la naturaleza de la relación entre el prestador del servicio y el usuario, se propone  definir el concepto de derechos en el artículo 5 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco en los términos siguientes:
Artículo 5.- Son derechos, las contraprestaciones establecidas en la ley, por:

I. El uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Municipio; y

II. Recibir los servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público que impliquen una relación de supra a subordinación, por existir una obligación establecida por la Ley a cargo del usuario, la cual debe asumir el Ayuntamiento en forma directa o a través de un organismo operador descentralizado u órgano desconcentrado.

En contrapartida y si la relación entre el prestador del servicio y el usuario, no corresponde a una relación de supra a subordinación, pues se establece una relación de coordinación que se formaliza mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, la contraprestación en pago del servicio que recibe o genera el usuario, no tiene naturaleza fiscal y en todo caso, corresponde al concepto de productos, concepto que se propone definir en el artículo 7 de la misma Ley de Hacienda Municipal en los términos siguientes:

Artículo 7.- Son productos las contraprestaciones por:

I. Recibir o generar servicios de interés general que presta el Municipio en una relación de coordinación con sus usuarios, en forma directa o mediante la operación de organismos descentralizados, órganos desconcentrados o concesionarios, con la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos los regulan;

II. Las actividades que no correspondan a sus funciones propias de Derecho Público; y 

III. La explotación o venta de sus bienes patrimoniales, de dominio privado. 

En esta forma en la presenta iniciativa, se propone revisar el concepto de derechos y productos para mejorar su objeto y congruencia, pues el texto vigente corresponde a criterios que ya están superados por la legislación y la doctrina fiscales y es posible mejorar, conforme a los criterios jurisprudencias del Poder Judicial de la Federación. 

Al integrar esta iniciativa se tiene presente la necesidad de atender en forma estricta el principio de legalidad o reserva de ley que rige en materia tributaria, el cual se encuentra claramente establecido en el artículo 31 constitucional, al expresar en su fracción IV, que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Conforme con dicho principio, es necesaria una ley formal para el establecimiento de los tributos y en consecuencia, si el pago de un servicio corresponde al concepto de derechos, la determinación de sus cuotas y tarifas, necesariamente corresponde al ámbito de competencia del Poder Legislativo. 

Si en los otros supuestos, la contraprestación por el servicio de agua potable no implica una relación de supra a subordinación, pues se administra a través de relaciones de coordinación entre el operador o prestador y el usuario, la fijación de las cuotas o tarifas pueden realizarla los Ayuntamientos o los organismos operadores descentralizados, pero siempre sujetos y con observancia de las bases, criterios y normas que establezcan las leyes en materia municipal y los reglamentos que expidan los propios ayuntamientos. 

Conforme a este criterio que atiende la naturaleza de la relación de orden público y gobierno entre el prestador del servicio y el usuario:

1.       Las contraprestaciones por los servicios de tratamiento y disposición final de aguas residuales,  corresponden a la categoría de derechos y la determinación de las cuotas y tarifas para cuantificar los pagos a cargo de los usuarios, se deben establecer por el Poder Legislativo a través de las leyes fiscales, como son la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco y las Leyes de Ingresos Municipales; en tanto que 

2.    Las contraprestaciones por los servicios de agua potable, corresponden a la categoría de productos y la determinación de las cuotas y tarifas para cuantificar los pagos correspondientes, se deben sujetar a las bases generales orgánicas y de procedimiento que se establezca en la ley en materia municipal relativa al servicio de agua potable, que en nuestro caso es la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios; y se precisen en los reglamentos que expidan los Ayuntamientos. 

VII. El derecho humano al agua y el Saneamiento. La comunidad internacional ha reconocido cada vez más, y de forma más explicita, algunas obligaciones específicas en relación con el acceso al agua potable y el saneamiento, principalmente  como parte del derecho a un nivel de vida adecuado y el derecho a la salud. 

Las referencias explicitas al agua potable o el saneamiento se encuentran en la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y el Convenio N˚ 161 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los servicios de la salud en el trabajo. 

El acceso al agua potable fue declarado por primera vez un derecho humano por los Estados Miembros de las Naciones Unidas en 1977, en el Plan de Acción de Mar del Plata, en que afirmaba que todos los pueblos, cualquiera que sea su etapa de desarrollo, “tienen derecho a disponer de agua potable en cantidad y calidad suficiente para sus necesidades básicas”. Las resoluciones aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas (A/RES/54/175 El derecho al desarrollo) y la Comisión de Derechos Humanos también hacen referencia al agua potable como derecho humano (2004/140y 2005/15). 

Este proceso de reconocimiento culmino al pasado 28 de julio de 2010 en el Sexagésimo cuarto periodo de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, cuando se aprobó la resolución A/RES/64/292 “El derecho humano al agua y el saneamiento”, donde se:

“1. Declara el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

2. Exhorta a los Estados y las organizaciones internacionales a que proporcionen recursos financieros y propicien el aumento de la capacidad y la transferencia de tecnología por medio de la asistencia y la cooperación internacionales, en particular a los países en desarrollo, a fin de intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento;

3… “

México al aprobar esta resolución, asumió el compromiso de realizar las acciones públicas y promover la participación social y privada, para hacer efectivo el acceso al agua y los servicios de saneamiento como derecho humano esencial. 

VIII. Elementos técnicos, financieros y sociales de las cuotas y tarifas. La determinación de las cuotas y tarifas correspondientes a los servicios de agua potable, deben considerar los criterios de eficiencia que garantice la sustentabilidad del sistema de agua potable, donde es necesario conjugar los elementos técnicos, con los económicos y los sociales. 

El agua es un recurso escaso y necesario para todas las actividades humanas donde los criterios comerciales son insuficientes para fijar los precios, pues a diferencia de otras actividades, los proveedores de agua potable no tiene como meta el incrementar las ventas de su producto y maximizar utilidades, sino administrar un servicio público en condiciones que aseguren su uso responsable, promuevan el saneamiento de las aguas residuales y su reuso, garanticen el abastecimiento para las personas y grupos con menores ingresos y a la vez, aseguren la operación eficiente de su administración.

El servicio de agua potable y por sus efectos en la calidad de vida de las personas, en la mayoría de las naciones incluye rangos de subsidio, los cuales no deben implicar una distorsión en las cuotas y tarifas, con efectos de deterioro financiero para su administración.

La justicia distributiva y los efectos sociales de los pagos por servicios de agua potable, se aporta con criterios de tarifas crecientes para mayores consumos y cuotas diferenciales para los distintos usos; pero una tarifa que no corresponda a las condiciones reales de los costos de operación, sin un sistema efectivo de subsidios que realmente beneficie a las personas con menores ingresos, deteriora el sistema de agua potable y de hecho, por la limitación de ampliar los servicios se traduce en una mayor injusticia: las personas que habitan en áreas o zonas sin redes de agua potable, son precisamente quienes tiene menores ingresos y se ven obligadas a pagar los mayores precios por agua o vivir en condiciones sanitarias muy deficientes. 

La presente iniciativa considera necesario integrar tanto los criterios técnicos, con los económicos y los sociales. Para ello propone que:

1. La determinación de cuotas y tarifas del sistema de agua potable, tome como base la estructura tarifaria que deberá formular y establecer la Comisión Estatal del Agua, con el objeto de establecer la metodología y aportar los estudios técnicos, económicos y sociales, para la debida motivación de su autorización, así como asegurar su congruencia y coordinación con las normas federales y estatales aplicables;

2. Para asegurar el equilibrio económico y social en la determinación de las cuotas y tarifas, se propone integrar los consejos tarifarios o las comisiones tarifarias, conforme a las condiciones especificas de los sistemas de agua potable, con dos criterios generales: 

a) Si el Municipio administra en forma directa los servicios, deberá integrar una comisión tarifaria; y

b) Cuando se constituya un organismo operador, para la realización de estudios financieros y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren, constituirán y promoverán el funcionamiento efectivo de un consejo consultivo tarifario o deberán integrar en su órgano de gobierno o consejo de administración, a los representantes de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en su circunscripción territorial; y 

3. Para garantizar la viabilidad técnica, económica y social, la facultad y responsabilidad de autorizar las cuotas y tarifas, corresponderá las propias entidades administrativas de los sistemas de agua potable, como son los organismos operadores, a los ayuntamientos o a la Comisión Estatal del Agua. 

La propuesta que se integra en la presente iniciativa, tiene como principal objetivo el preservar en forma sustentable los servicios de agua potable, para garantizar su acceso a toda la población, mediante la ampliación de las redes a todas las áreas y zonas urbanas, con base en una distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los sistemas de agua potable.

IX. Integración del concepto de contribución de mejoras. En la presente iniciativa se propone incluir en la legislación hacendaria municipal la contribución de mejoras, la cual se incorporo a los conceptos que integran la hacienda municipal en la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de la reforma constitucional de 1984, con la finalidad de aportar el fundamento constitucional para establecer las contribuciones que pueden generar las acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de servicio público. Para ello se propone definir en el artículo 4 de la Ley de Hacienda Municipal que:

Artículo 4 de la Ley de Hacienda Municipal.- Son atribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público. 

En la presente iniciativa se propone incluir en la Ley de Hacienda Municipal el concepto de contribución de mejoras a fin de integrar, con pleno fundamento constitucional, las contraprestaciones en materia de los servicios de agua potable, que actualmente se establecen en las leyes de ingresos municipales para el otorgamiento de los servicios de agua potable y alcantarillado, uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado, mediante los dictámenes técnicos para factibilidad y excedencias. 

Conforme a las propuestas que se integran en la presente iniciativa, se actualizan los conceptos de la legislación hacendaria municipal, en congruencia con las disposiciones de la Ley del Agua del Estado de Jalisco, con la finalidad de mejorar la eficiencia y calidad de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de aguas residuales.
Por ello, con base en lo antes expuesto, tenemos a bien proponer a consideración de la Asamblea el siguiente proyecto de

DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adicionan una fracción V al artículo 13; una fracción XXI al artículo 52; un segundo párrafo al artículo 60; un segundo párrafo al artículo 83; un segundo párrafo al artículo 95; se reforman los artículos 1; 2 fracciones XIII, XIV, XXIII, XXVII, XXX, XLV a XLVII y LIII a LVI; 6 fracciones II a VII, 13 fracciones III, IV y último párrafo, 48, 50, 51, 52 primer párrafo y fracciones II, VI y VIII a XX; 61;62;63; 83 primer párrafo y fracciones VI a VIII; 84; 85; 95 primer párrafo, 94 al 10; y se suprimen el último párrafo del artículo 99 y el artículo 101 bis de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

El objeto de la presente Ley es:

I.  Establecer los principios y regulaciones para la gestión integrada de los recursos hídricos en el Estado, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

II.  Establecer las bases generales para las actuaciones coordinadas de las autoridades estatales y municipales, quienes conforme a sus atribuciones constitucionales, concurren en el ámbito de dicha gestión; 
III.  Regular en el ámbito de competencia estatal el aprovechamiento del agua en actividades agropecuarias; y 

IV.  Como ley en materia municipal, establecer las bases generales para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, así como las normas supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los reglamentos correspondientes, en observancia y cumplimiento del artículo 115 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley y de las normas reglamentarias que se expidan para su aplicación, se entenderá por:

I a XII…

XIII. Consejos Consultivos Tarifarios. Los organismos o instancias de participación social que se constituyan para realizar los estudios y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los sistemas de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

XIV.  Cuota y tarifa: Cuota es la cantidad en dinero que se determina como contraprestación que el usuario debe pagar por cada hecho o unidad de servicio que realiza o recibe; y tarifa es la lista de unidades y de cuotas para una obra o servicio. En relación con los servicios que regula la presente ley, las cuotas y tarifas pueden determinarse para:

a)  Derechos o productos por servicios, las cuales establecerán la cantidad de dinero que corresponde pagar por cada unidad de servicio que el usuario percibe, genera o demanda; y 
b)  Contribuciones de mejoras, las cuales establecerán la cantidad de dinero que corresponde pagar por cada hecho o unidad como cuantifique el aprovechamiento de la infraestructura, que deberán  cubrir quienes independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos de los sistemas de agua potable, cuando soliciten conexión al servicio, incremento de su demanda o cuando el municipio o su organismo operador realicen acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento en la infraestructura de operación o administración de los servicios de agua potable y saneamiento, ya sea en ampliaciones, rehabilitaciones, sustituciones o adquisiciones;

XV a XXII…

XXIII. Red o instalación domiciliaria o privada. Las obras que requiere el usuario final de cada predio para recibir los servicios de agua potable, alcantarillado y drenaje, en lotes o fincas individuales o condominios;

XXIV. a XXVI. …

XXVII. Organismo Operador. Entidad pública o privada, municipal o intermunicipal o con participación del gobierno estatal, descentralizada o desconcentradas, que dentro de los limites de su circunscripción territorial, administra en formas parcial o total los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

XXVIII. y XXIX. ….

XXX. Red Secundaria. Conjunto de infraestructura integrada desde la interconexión del tanque de regulación, o en su caso, de la línea general de distribución hasta el punto de interconexión con la red o instalación domiciliaria o privada del lote o predio correspondiente al usuario o usuarios finales del servicio;

XXXI a XLIV...…

XXXII. Reutilización: Utilización de las aguas residuales, de acuerdo con las disposiciones emitidas para tal efecto;

XXXIII. Saneamiento o tratamiento y disposición final de las aguas residuales. Servicio que integra el conjunto de acciones,  Equipos, instalaciones e infraestructura para lograr el tratamiento, alejamiento y vertido de las aguas residuales y el manejo y disposición ecológica de los sólidos resultantes del tratamiento respectivo. Incluye los emisores, plantas o procesos de tratamiento y sitios de vertido;

XXXIV. a XL. …

XL. Sistema Estatal del Agua. Conjunto de programas, proyectos, obras, equipamientos, instalaciones, normas, metodologías, procesos, instrumentos y acciones que dan sustento al aprovechamiento y a la administración de las aguas de jurisdicción estatal en todos los usos, así como aquellos que permitan mejorar la prestación de servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, incluyendo la reutilización de las aguas residuales tratadas;

XLII. a XLIV. …

XLV. Toma. Tramo de conexión situado entre la infraestructura o red secundaria para el abastecimiento de los servicios públicos, y en la red o instalación domiciliaria o privada de cada lote o predio, que incluye en su caso mecanismos de regulación y medición;

XLVI. Uso habitacional. Utilización de agua en predios con uso habitacional, para los fines particulares de las personas y del hogar, así como el riego de jardines y de arboles de ornato en estos; incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que estas ultima dos aplicaciones no constituyan actividades lucrativas;

XLVII. Uso Comercial. Utilización del agua en inmuebles de fábricas, empresas, negociaciones, establecimientos y oficinas dedicadas a la producción o comercialización de bienes y servicio. 
LIII. Uso Público Urbano. Utilización de agua para el abasto a centros de población, a través de la red primaria; dentro de éste uso genérico quedan comprendidos el habitacional, el comercial, el industrial, el de servicios de hotelería, el de instituciones públicas o que presten servicios públicos y los usos mixtos;

LIV. Usuario. Las personas físicas, los condominios y otras personas jurídicas que hagan uso del agua o de los servicios a que se refiere la Ley. Se diferenciará entre usuarios del agua, aquellos con derechos vigentes de explotación o uso de aguas otorgadas por la autoridad competente, y los usuarios de los servicios públicos urbanos; y 

LV. Zona o área de protección o restricción. La franja de terreno inmediata y contigua a los cauces y depósitos de los cuerpos y corrientes naturales o artificiales de propiedad federal, estatal y municipal, incluyendo los terrenos inmediatos y contiguos de las presas y demás obras hídricas a cargo del Gobierno del Estado,  en la extensión que en cada caso determinen las normas aplicables para su protección, operación, rehabilitación, mantenimiento y vigilancia; y 

LVI. Las definiciones que establece la Ley de Aguas Nacionales.

 Artículo 6. …
I. Habitacional;

II. Comercial;

III. Industrial;

IV. Servicios de hotelería;

V. Uso de instituciones públicas o que presten servicios públicos;

VI. Mixto comercial; y

VII. Mixto rural.

Artículo 13. . . 

I. a III. …

IV. Los consejos tarifarios o las comisiones tarifarias; y 

V. Los Distritos de Riego, Unidades de Riego y Asociaciones de Regantes en los términos de la presente ley y en el seno del Sistema Estatal del Agua. 

Los grupos académicos, colegios de profesionales, especialistas, asociaciones y cámaras debidamente acreditados ante la Comisión, los organismos operadores y los Consejos Tarifarios, podrán participar en la planeación del recurso hídrico y su programación en las mismas condiciones.

Artículo 48. Para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, los ayuntamientos están facultados para:

I.  Constituir organismos operadores municipales o intermunicipales;

II.  Concesionar la prestación parcial o total de los servicios de agua potable y saneamiento en un área, zona o colonia de sus centros de población, asentamientos rurales o turísticos, a  sus usuarios, propietarios o vecinos, a través de sus asociaciones de participación social o vecinal o condominios; o a otras entidades, quienes para los efectos de la presente Ley, tendrán el carácter de organismos operadores;

III.  Administrar en forma directa estos servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico y la integración de una comisión tarifaria, la cual se integrará y funcionara conforme a las siguientes bases generales;

a)  Su constitución y funcionamiento se establecerá en los reglamentos que se indican en el artículo 85 de esta Ley;

b)  La Comisión será presidida por el propio Presidente del Ayuntamiento o la persona a quien se designe para su suplencia;

c)  En representación del Gobierno Municipal participarán en la Comisión los regidores presidentes de sus comisiones de hacienda y servicios públicos, así como el titular de la dependencia o entidad que tenga a su cargo la operación de los servicios de agua potable;

d)  Para los efectos de coordinación participarán en la Comisión los representantes de: la Comisión estatal del Agua, la Dependencia del Gobierno del Estado competente en materia de Finanzas y la Comisión de Hacienda del Congreso del Estado; y 

e)  Se integrarán por los menos tres representantes de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en el Municipio; y 

f)  La Comisión tendrá las facultades que se establecen en el artículo 63 de la presente Ley;

IV.  Celebrar convenios con el Estado en los términos previstos en el artículo 47 de la presente Ley; y 

V.  Las autoridades municipales serán corresponsables con los organismos operadores de:

a)  La calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas;

b)  La vigilancia del tratamiento de las aguas residuales,

c)  El rehusó y recirculación de las aguas servidas; y

d)  Las condiciones particulares de descarga.

Para cumplir con lo anterior, contarán con el apoyo y asesoría de la Comisión estatal, previa solicitud al respecto. 

 Artículo 50. Los organismos descentralizados intermunicipales se integrarán de conformidad a las disposiciones generales siguientes:

I.  Serán creados mediante convenios entre dos o más Municipios en los términos establecidos en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado, a efecto de coordinarse en la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

II.  Podrá asumir las funciones del organismo operador intermunicipal un organismo operador existente en alguno de los municipios o bien otro de nueva creación;

III.  El organismo operador intermunicipal, con respecto a los usuarios de los servicios, se subrogará en las responsabilidades y asumirá los derechos y obligaciones de los organismos operadores que se extingan; y 

IV.  Sus titulares serán nombrados en los términos que establezcan dichos convenios; al igual que el presupuesto de los organismos.
Artículo 51. Para la realización de estudios financieros y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren:

I.  Los organismos operadores intermunicipales deberán constituir y promover el funcionamiento efectivo de un consejo consultivo tarifario; y

II.  Los organismos operadores municipales deberán:

a)  Constituir un consejo consultivo tarifario; o bien

b)  Integrar y promover  la participación en su órgano de gobierno o consejo de administración de representantes de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en su circunscripción territorial. 

Artículo 52. Los organismos operadores ejercerán las facultades y cumplirán las obligaciones que el instrumento de su creación o concesión establezca, además de las siguientes: 

I. . .

III a V. . . 

VI.  Proporcionar los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales a los usuarios de lotes, fincas o predios comprendidos en los centros de población, área, zona, asentamiento rural o turístico que integren su circunscripción territorial;

VII. . . 

 VIII.  Brindar al personal acreditado de la Comisión, todas las facilidades para desempeñar las actividades que tenga conferidas en la Ley y su reglamento o le sean encomendadas por la autoridad competente;

IX.  Prever las necesidades a futuro, tanto de la cabecera municipal como del resto de las localidades del Municipio, agotando las posibilidades de exploración de nuevas fuentes de abastecimiento a distancias razonables, pudiendo contar con la asesoría y apoyo de la Comisión a solicitud de su órgano de gobierno o del Ayuntamiento correspondiente;

X.  Realizar los estudios técnicos y financieros y las gestiones necesarias para la realización de inversiones públicas productivas del organismo operador, cuando se necesite el financiamiento, siguiendo los procedimientos establecidos en las leyes de la materia;

XI.  Solicitar a las autoridades competentes la expropiación de bienes necesarios para la prestación de los servicios que les corresponden, en los términos de Ley;

XII.  Promover la participación social de los usuarios y de la sociedad organizada en general, en la realización de estudios de costos, inversiones, cuotas y tarifas;

XIII.  Elaborar la propuesta para establecer o revisar las cuotas o tarifas para determinar los pagos en contraprestación a sus servicios,  con base en los costos de los servicios públicos, de agua potable, alcantarillado  y saneamiento en su municipio, considerando como mínimo las partidas presupuestales de gastos de administración, operación, rehabilitación y mantenimiento, para su presentación oportuna a su órgano de gobierno o al Ayuntamiento. 

 XVII.  Verificar e inspeccionar las tomas, mecanismos de regulación o medición, las redes o instalaciones domiciliarias o privadas en los predios o lotes, para administrar y controlar la dotación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado o disposición final de sus aguas residuales o autorizar las solicitudes de conexión, sujetando sus actuaciones a los dispuesto en as normas que establecen las bases y regulan el procedimiento administrativo;

XVIII.  Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios que corresponda, para liquidar y requerir su pago a los usuarios que reciben, generan o demandan sus servicios;

XIX.  Requerir a los usuarios y recibir el pago en contraprestación de los servicios que reciben, generan o demandan;

XX.  Proponer al Ayuntamiento, adecuaciones o modificaciones para reformar el reglamento que se indica en el artículo 85 de esta Ley;

XXI.  Expedir su reglamento orgánico;

XXII.  Examinar y aprobar su presupuesto anuales de ingresos y egresos, los estados financieros, los balances y los informes generales y especiales que procedan; y 

XXIII.  Realizar todas las actividades y actos jurídicos encaminados directa o indirectamente al cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 60…

I. a VIII. …

Los Consejos Locales se regirán por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley y por lo dispuesto en su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento. Para los efectos de su mejor operación, contarán con el apoyo de la Comisión y de los municipios correspondientes. 

Artículo 61. La Comisión promoverá la constitución del Consejo Estatal del Agua conformado por los representantes de cada uno de los Consejos Locales de Usuarios del Agua, la Comisión y las autoridades competentes relacionados con el agua.

El Consejo Estatal del Agua será la instancia de coordinación para elegir la representación de los usuarios del agua ante los Consejos de Cuenca correspondientes.

El Representante de la Comisión fungirá como Secretario Técnico del Consejo Estatal del Agua. Este último se regirá por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley, su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento y contará con el apoyo de la Comisión y de las dependencias del Gobierno del Estado relacionadas con la materia. 

Artículo 62. Los consejos consultivos tarifarios que se constituyan para realizar los estudios y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los sistemas de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, se integrarán en forma permanente por su presidente y los consejeros o vocales que designen las instituciones, cámaras, asociaciones o colegios que a continuación se indican:

I.  El Titular del organismo operador quien desempeñará el cargo de Presidente del Consejo Consultivo Tarifario y tendrá voto de calidad en caso de empate en las votaciones;

II.  Los municipios que participen en la constitución del organismo operador, los cuales serán designados por los respectivos ayuntamientos:

III.  Las cámaras, asociaciones o colegios mayoritarios que realicen sus actividades profesionales o económicas en el municipio o área donde el organismo operador administre los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, representativo de:

a) Los comerciantes;
b) Los industrias especializados;

c) Las empresas de consultoría;

d) Los propietarios urbanos;

e) Los industriales promotores de la vivienda;

f) Los arquitectos;

g) Los ingenieros civiles; y 

h) Las empresas o profesionales especializados en ingeniería hidráulica;

IV.  La asociación representativa de los habitantes o vecinos que determinen los ayuntamientos que constituyan el organismo operador; conforme a sus atribuciones en materia de participación ciudadana y vecinal;

V.  La Comisión de Hacienda y Presupuestos del Congreso del Estado;

VI.  La Dependencia del Poder Ejecutivo Federal competente en m atería de aguas nacionales;

VII.  La Comisión Estatal del Agua;

VIII.  La Dependencias del Poder Ejecutivo Estatal competente en materia de finanzas;

IX.  El sindicato patronal registrado ante la Junta Local de Conciliación y Arbitraje;

X.  Las dos asociaciones mayoritarias de sindicatos obreros en el Estado con registro ante la Junta Local de Conciliación y Arbitraje y reconocimiento de sus confederaciones nacionales;

XI.  La Universidad de Guadalajara; y 

XII.  Un consejero por las instituciones privadas que impartan educación superior universitaria en el Estado, vocalía que se desempeñará en forma rotativa en el orden de mayor a menor antigüedad conforme a su fundación o inicio de actividades en la Entidad y de acuerdo con la relación de representantes que acrediten sus rectores. 
Por cada consejero o vocal propietario se designará un suplente. Si alguna dependencia, organismo, asociación o institución integrante del Consejo Consultivo Tarifario no designa a sus vocales, su representación quedará vacante.

Artículo 63. El Consejo Consultivo Tarifario tendrá las siguientes facultades:

I.  Proponer a la Comisión Estatal del Agua las formulas o algoritmos necesarios para la actualización de tarifas, atendiendo a los indicadores económicos; salarios, energía eléctrica, combustibles, lubricantes; elementos químicos y materiales en general, a efecto de coadyuvar al cumplimiento de las políticas y lineamientos establecidos en el artículo 95 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

II.  Diseñar o actualizar el esquema tarifario, observando en todo momento el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios, de conformidad con las bases generales que establece el artículo 99 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

III.  Coadyuvar para que las cuotas y tarifarias autorizadas sean suficientes para cubrir los costos derivados de la operación, mantenimiento, sustitución, rehabilitación, mejoras y administración de los sistemas de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

IV.  Analizar la propuesta de estructura tarifaria que formule y presente la Comisión Estatal del Agua;  

V.  Solicitar a la Comisión Estatal del Agua, al Ayuntamiento o al Organismos Operador la información y asesoría que requieran, para realizar el análisis o revisión de la estructura tarifaria;

VI.  Aprobar el proyecto de cuotas o tarifas correspondientes a los servicios que administre el organismo operador;  
Realizar la entrega o presentación del proyecto de cuotas y tarifas aprobado al Ayuntamiento o su organismo operador, a más tardar el treinta de septiembre anterior al año cuando tendrá aplicación. 

VIII.  Proponer políticas públicas para la mejor aplicación de las tarifas a los usuarios, de acuerdo a los consumos, características y usos de los predios;

IX.  Hacer propuestas en la determinación de los casos en que los servicios deban de cobrarse a cuota fija o a base de medidor o bien, calcularse por medio de la estimación presuntiva, de conformidad con la legislación aplicable;

X.  Proponer las políticas y lineamientos mediante las cuales será viable el subsidio de tarifas, cancelación de adeudos o de sus accesorios; como acciones a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;  
XI.  Hacer propuestas para la formulación, modificación y aprobación de los sistemas y manejo de los fondos;

XII.  Analizar, modificar, proponer, evaluar los mecanismos establecidos para la autorización de prórrogas o autorización para la realización de pagos en parcialidades de los adeudos;

XIII.  Realizar los estudios y formular las propuestas para mejorar el sistema de servicio público de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

XIV.  Designar al consejero que desempeñará la función de secretario técnico del Consejo Consultivo Tarifario;

XV.  Resolver las controversias que se presenten entre las instituciones, cámaras, asociaciones o colegios, sobre la titularidad de la representación para formar parte del Consejo Consultivo Tarifario; y 

XVI.  Las demás que establezca la presente Ley del Agua y los reglamentos municipales.

 Artículo 83. Los servicios públicos municipales de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales, comprenderán las actividades siguientes:

I a V. . . 

VI.  La instalación de medidores para la cuantificación de la extracción, consumo o descarga para el mejoramiento en la prestación del servicio. 

VII.  La determinación, emisión y cobro de cuotas, tarifas y otras aportaciones que se causen en pago por la prestación de los servicios correspondientes; y

VIII.  La imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones de esta Ley y demás ordenamientos jurídicos aplicables, en su ámbito de competencia. 

Los Municipios y organismos operadores de los servicios se encontrarán obligados a permitir a los habitantes en forma permanente, regular, continua y uniforme, el acceso al agua potable para satisfacer sus necesidades vitales y sanitarias para su uso habitacional, aun en el caso de adeudos no cubiertos por servicios prestados; para dicho efecto, el Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, expedirá las normas oficiales estatales que señalen las condiciones y términos técnicos y operativos que deberán observarse. 
Artículo 84. El Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, formulará y publicará las normas oficiales estatales en materia de infraestructura y servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, las cuales tendrán como objeto:

I.  Garantizar a los usuarios el suministro de un servicio de calidad aceptable al costo más económico posible, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

II.  Asegurar objetivos colectivos de salud pública y preservación del medio ambiente;

III.  Asegurar la generación de información técnica y administrativa que garantice la confiabilidad en la determinación de costos de los servicios;

IV.  Dimensionar y limitar la participación de los sectores, garantizando igualdad de condiciones para organismos operadores públicos y privados, estableciendo bases claras y orientando las resoluciones hacia soluciones de largo plazo que beneficien a los usuarios; y 

Artículo 85. Los Ayuntamientos expedirán y aplicarán los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, observando las disposiciones definidas por las leyes federales y las bases generales que se establecen en el presente Título, la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal y la Ley de Hacienda del Estado de Jalisco. Los reglamentos municipales establecerán:

  I.  Las normas que regulen la prestación de los servicios conforme  a las características especificas de los elementos técnicos, administrativos y demanda de servicios en sus áreas de operación; 

II.  Su fundamento jurídico;

III.  El objeto y fines de los servicios públicos que regula;

IV.  Las atribuciones de las autoridades y dependencias municipales en relación con los servicios públicos del agua;

V.  En su caso, las normas orgánicas para la integración de sus organismos públicos operadores;

VI.  Las disposiciones que regulen la integración y funcionamiento del Consejo Consultivos Tarifario o la Comisión Tarifaria;

VII.  Los derechos y obligaciones del prestador de servicios  y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes;

VIII.  Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley;

IX.  Los mecanismos para su cobro;

X.  Las faltas, infracciones y sanciones en que se pueda incurrir y que deban sancionarse, en la prestación de los servicios públicos que regula; y 

XI.  Su vigencia.

Artículo 94. El sistema de cuotas y tarifas por los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final d las aguas residuales deberá propiciar:

I.  La sostenibilidad de los servicios públicos;

II.  la adecuación de la demanda de los servicios a los requerimientos suficientes para satisfacer las necesidades vitales y sanitarias;
III.  El acceso de la población de bajos ingresos a los servicios públicos de agua potable y saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos, considerando su capacidad de pago;

IV.  Una mayor capacidad de los municipios para la prestación de los servicios públicos y el crecimiento de la oferta; y 

V.  La orientación y planeación del desarrollo urbano e industrial.

En el diseño del esquema tarifario, se observará el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios.

Artículo 95. Las tarifas autorizadas deberán ser suficientes para cubrir los costos derivados de la operación, mantenimiento, sustitución, rehabilitación, mejoras y administración de los sistemas de agua potable, alcantarillado y saneamiento, las cuotas por derechos federales y garantizar la continuidad de los servicios a los usuarios. 

La introducción de servicios o ampliación de la infraestructura existente, la amortización de las inversiones, así como los gastos financieros de los pasivos correspondientes, se financiarán con recursos de los presupuestos públicos, así como con las contribuciones y productos que correspondan a los usuarios que resulten beneficiarios de la introducción o ampliación de servicios. 

En el caso de desarrollo de vivienda, fraccionamientos, parques industriales, centros comerciales, centros educacionales o turísticos y quienes comercialicen desarrollos inmobiliarios, deberán financiar y construir la red o instalación domiciliaria o privada para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, así como marginal de la infraestructura general correspondiente.     

 Las inversiones de conservación, mejoramiento o crecimiento de la infraestructura y equipamiento hidráulicos serán recuperables a través de  contribuciones de mejores u otro mecanismo que establezca la Ley, con base en los beneficios específicos que generan a los titulares de los predios y fincas, al proveer o incrementar los servicios públicos necesarios para la utilización. 

Artículo 96. El servicio de agua potable en el Estado será medido y los volúmenes de consumo, cuotas y cargos, se determinarán de conformidad las siguientes disposiciones:

I.  Será obligatoria la instalación de aparatos medidores para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley
II.  Los condominios podrán optar por instalar:

a)  Aparatos medidores para cuantificar el consumo por cada área común o privativa, los cuales deberán ser accesibles para realizar su verificación p lectura directa o remota del volumen de agua recibido y sus usos específicos; o 

b)  Aparatos de macro medición para la cuantificación del consumo total; en este caso para establecer la cuota correspondiente al rango de consumo, de dividirá el volumen total entre el número usuarios o áreas privativas; y 

c)  De acuerdo al diseño de la red o instalación domiciliaria o privada se establecerá el uso especifico para aplicar la cuota o tarifa correspondiente;

III.  En los lugares donde haya medidores o mientras estos no se instalen, los pagos serán de conformidad con las cuotas y tarifas autorizadas, las cuales cumplirán con lo establecido en el artículo anterior; y 

IV.  Cuando no sea posible efectuar la medición de consumo de agua por falta del medidor o  por la destrucción total o parcial del mismo no imputables al Ayuntamiento o al organismo operador, los cargos se determinarán con base en los elementos objetivos de que se disponga con relación al volumen estimado presuntivamente, aplicando la cuota o tarifa que corresponda. En cualquier otro caso diverso de los señalados en esta fracción, no podrán imponerse cargos presuntivos al usuario y sólo podrá comenzarse a medir el consumo a partir del momento cuando se realice la instalación de un nuevo aparato de medición.

Artículo 97. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales comprenderán; 

I.  La instalación de tomas domiciliarias;

II.  Conexión del servicio de agua;

III.  Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional; 
IV. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación aplicable;

V. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;
VI.  Instalación de medidor;

VII.  Uso habitacional;

VIII.  Uso comercial;

IX.  Uso industrial;

X.  Uso de servicios en instituciones públicas;

XI.  Uso en servicios de hotelería;

XII.  Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;

XIII.  Servicios de alcantarillado para uso habitacional;

XIV.  Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

XV.  Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;

XVI.  Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales;

XVII.  Servicios de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y 

XVIII.  Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres ordenes de gobierno. 

Artículo 98. El procedimiento para la determinación o actualización de las cuotas y tarifas se integrará con:

I.  La formulación y propuesta de la estructura tarifaria que estará a cargo de la Comisión Estatal del Agua, con el objeto de establecer la metodología y aportar los estudios técnicos, económicos y sociales, para la debida motivación de su autorización, así como asegurar su congruencia y coordinación con las normas federales y estatales aplicables;

II.  La aprobación del proyecto de cuotas o tarifas con base en la propuesta de la estructura tarifaria, que tiene por objeto promover y asegurar la participación social y verificar la motivación necesaria para su autorización, la cual corresponderá:

a)  Al consejo consultivo tarifario, en los organismos operadores intermunicipales y en los casos previstos en el inciso “a” de la fracción II del artículo 51 que antecede;   

b)  Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador, en los casos previstos e el inciso “b” de la fracción II del artículo 51 de esta Ley; o 

c)  A la comisión tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia o instancia que determine su reglamento orgánico;

III.  La autorización de las cuotas y tarifas de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado y otras prestaciones que ni constituyen actos generados de créditos fiscales y su pago no tiene el carácter de contribución, corresponderá en su caso:

a)  Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador; 

b)  Al Ayuntamiento, cuando el Municipio administre en forma directa los servicios, a propuesta de su Comisión Tarifaria, mediante un acuerdo especifico o a través de su iniciativa de Ley de Ingresos; o

c)  A la Comisión Estatal del Agua, cuando el Ayuntamiento haya celebrado el convenio para que el Estado administre los servicios;

IV.  La autorización de las cuotas y tarifas de los servicios que son actos generados de créditos fiscales y su pago se determina como derechos o contribuciones de mejoras, mediante la iniciativa que apruebe el Ayuntamiento y el decreto que expida el Congreso del Estado; y

V.  La publicación de las cuotas o tarifas.

Artículo 99. Para la determinación y actualización de las cuotas y tarifas, la Comisión Estatal del Agua propondrá estructuras tarifarias tanto a los gobiernos municipales que administren el servicio de agua directamente, como a los organismos operadores de los gobiernos municipales, las cuales deberán responder al contenido previsto en esta Ley y garantizar la suficiencia económica de los organismos y del servicio público así como el cumplimiento de las contribuciones federales y estatales. Las estructuras de las tarifas de los servicios establecerán cuando menos:

I.  Los lineamientos para determinar los precios mínimos y máximos del uso domestico, la definición del precio para la población de menos recursos o de consumos mínimos y el incremento proporcional del mismo para promover el uso eficiente del agua, a quienes usen más de la dotación mínima requerida, con los precios necesarios para garantizar la sustentabilidad del servicio que se recibe por uso y volumen requerido;

II.  Los mecanismos para la determinación de costos y tarifas en atención a eficiencia según el tipo de población, sistema y municipio, a fin de estandarizar las estructuras tarifarias con eficiencias gradualmente mayores y accesibles a los municipios del Estado;

III.  Los mecanismos para la determinación del costo marginal de aprovechamiento de la infraestructura para los incrementos de la demanda o la conexión de nueva demanda de los servicios; y 

IV.  Los mecanismos para su actualización conforme a las variaciones de la inflación o del costo del dinero, conforme sea aplicable.

V.  Las cuotas diferenciales por rangos de consumo que estimulen el uso eficiente del agua, su tratamiento y reuso;

VI.  Los elementos anteriores se integrarán en el algoritmo o fórmula para cuantificar:

a)  El volumen de servicios demandados por la población;

b)  La estimación de los costos fijos de operación y mantenimiento;

c)  Estimación de los costos variables de operación;

d)  El componente en los costos y factor de incremento de sueldos, energía eléctrica, combustibles y otros insumos;

e)  La depreciación de activos; y 

f)  La amortización de créditos y fondos de inversión para la ampliación y mejoramiento de los servicios; 
VII.  Para cualquier modificación de las cuotas o tarifas se deberá elaborar un estudio que justifique y evaluar las circunstancias económicas especificas de la comunidad, tomando en cuanta además los factores mencionados en este artículo; y 

VIII.  La modificación de las tarifas del uso habitacional en las cuotas correspondientes a los rangos de servicios que correspondan a personas o grupos con menores ingresos, no deberán superar los incrementos que corresponda al salario mínimo.

La propuesta de estructura tarifaria deberá remitirse a los municipios ya los organismos operadores, antes del día treinta y uno de mayo del año anterior al del ejercicio fiscal para el cual se proponen. Las estructuras tarifarias propuestas no serán vinculatorias para su autorización. 

Artículo 100. Las cuotas y tarifas se revisarán y autorización de conformidad con las disposiciones siguientes:

I.  Se presentará la propuesta de estructura tarifaria para su revisión y aprobación del proyecto de cuotas y tarifas:

a)  Al consejo consultivo tarifario, en los organismos operadores intermunicipales y en los casos previstos en el inciso “a” de la fracción II del artículo 51 que antecede;

b)  Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador, en los casos previstos en el inciso “b” de la fracción II del artículo 51 de esta Ley; o 

c)  A la comisión tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico;

II.  En el proceso de revisión de la estructura tarifaria, tanto las dependencias operadoras municipales, como los organismos operadores, podrán solicitar la información que requieran a la Comisión Estatal del Agua y aportarla a la instancia responsable de aprobar el proyecto de cuotas y tarifas;

III.  Con base en la estructura tarifaria, la información que aporte la Comisión y la información generada en los ejercicios anuales, se revisará sus costos, su motivación legal y aprobará el proyecto de cuotas o tarifas;

IV.  El proyecto de cuotas y tarifas aprobado deberá entregarse al Ayuntamiento o su organismo operador, a más tardar el treinta d septiembre anterior a al año cuando tendrá aplicación;

V.  En caso de que las cuotas y tarifas no cumplan con lo establecido por el artículo anterior de esta Ley, se deberá garantizar la suficiencia de los presupuestos públicos necesarios para asegurar la sustentabilidad de los servicios en beneficio de la población, mediante la aportación de recursos por el Estado o el Municipio;

VI.  El Ayuntamiento o el órgano de gobierno del organismo operador, procederá a analizar el proyecto de cuotas y tarifas de los servicios que no constituyen actos generadores de créditos fiscales y su pago no tiene el carácter de contribución, para su autorización y publicación, en su caso;

VII.  Las cuotas y tarifas aprobadas conforme el procedimiento que se establece en las fracciones antecedentes, para su vigencia deberán ser publicadas en el órgano de difusión oficial del Municipio o en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”; y 

VIII.  En su caso, el órgano de gobierno del organismo operador, procederán a analizar el proyecto de cuotas y tarifas de los servicios que son actos generadores de créditos fiscales y su pago se determina como derechos o contribuciones de mejoras y cuando lo considere justificado, lo aprobará y enviará al Ayuntamiento para que proceda en los términos del artículo 101 siguiente; y 

IX.  En tanto no se modifiquen las cuotas o tarifas y se realice su publicación, conservarán su vigencia sus antecedentes. 

Artículo 101. Para aprobar la propuesta de cuotas o tarifas correspondientes a los servicios que son actos generadores de créditos fiscales y su pago se determina como derechos o contribuciones de mejoras, de conformidad con la Ley de Hacienda Municipal, el Ayuntamiento:

I.  Analizarán el proyecto de cuotas y tarifas y cuando lo consideren justificado;

II.  Aprobará su integración a la iniciativa de Ley de ingresos o decreto especifico, el cual se enviará al Congreso del Estado para su aprobación en los términos de las leyes de la materia. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman los artículos 1 al 7, 9, 11, 18, 19 ,23 fracción I, 30 fracción VI, 32 párrafo primero, 37 fracción III, 54 fracción III, 131, 132 fracción V, 157, 158, 177, 178 y 302 fracción I; se suprime el artículo 8 bis; se modifica la numeración de los artículos 131 bis y 131 Bis- A por 129 y 130; en el LIBRO SEGUNDO se cambian las denominaciones del TÍTULO PRIMERO “IMPUESTOS” por “IMPUESTOS Y CONTRIBUCIONES DE MEJORAS” y de sus CAPITULOS IX; X Y XI por “IMPUESTO SOBRE NEGOCIOS JURIDICOS”, “IMPUESTO SOBRE ESPECTACULOS  PUBLICOS” y “CONTRIBUCIONES DE MEJORAS”; y en el TÍTULO SEGUNDO “DE LOS DERECHOS”, se cambia la denominación del CAPÍTULO VI por “TRATAMIENTO Y DISPOSICION FINAL DE LAS AGUAS RESUDUALES”; de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 1.- Los municipios del Estado de Jalisco, para cubrir los gastos de su gobierno y los servicios que administren, percibirá en cada ejercicio fiscal los ingresos derivados de los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos y participaciones que se establezcan en las leyes y convenios de coordinación subscritos, o que se subscriban, para tales efectos. 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley se denominan contribuyentes, de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, a las personas físicas, morales y unidades económicas, cuyas actividades coincidan con alguna de las situaciones jurídicas previstas en la misma. 

Artículo 3.- Son impuestos, las contribuciones establecidas en ley que deban pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho previstas por la misma y que sean distintas de las señaladas en los artículos 4, 5 y 6 de esta Ley.

Artículo 4.- Son atribuciones de mejoras las prestaciones que fijen la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtiene beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público. 

Artículo 5.- Son derechos, las contribuciones establecidas en la ley, por:

I.  El uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Municipio; y

II.  Recibir los servicios que presta el Municipios en sus funciones de derecho público que impliquen una relación de supra o subordinación, por existir una obligación establecida por la Ley a cargo del contribuyente, la cual debe asumir el Ayuntamiento en forma directa o a través de un órgano desconcentrado u organismo descentralizado operador. 

Artículo 6.- Son aprovechamientos, los recargos, las multas y los demás ingresos que perciban los municipios por funciones derecho público. 

Artículo 7.- Son productos las contraprestaciones por:

I.  Recibir o generar servicios de interés general que presta el Municipio e una relación de coordinación con sus usuarios, en forma directa o a través de un órgano desconcentrado, organismos descentralizados operadores o concesionarios, mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios  y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos que los regulan;

II.  Las actividades que no correspondan a sus funciones propias de derechos público; y 

III.  La explotación o venta de sus bienes patrimoniales, de dominio privado. 

Artículo 9.- Además de los ingresos que forman parte de la Hacienda Municipal, los municipios percibirán: 

I.  Las aportaciones y donaciones federales para fines específicos que a través de los diferentes fondos establezcan el Presupuesto de Egresos de la Federación, la Ley de Coordinación Fiscal y los convenios respectivos;

II.  Las aportaciones estatales y de organismos públicos para fines específicos que establezcan sus respectivos presupuestos de egresos y los convenios respectivos;

III.  Las aportaciones derivadas de convenios de cooperación o colaboración, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios; y 

IV.  Las aportaciones o donaciones que perciba el municipio de particulares destinados para fines específicos. 

Las aportaciones para fines específicos y sus accesorios deberán destinarse a las acciones que motivaron su entrega y no podrán aplicarse para cubrir erogaciones con fines distintos a los que señalan sus objetivos. Estas aportaciones no serán embargables, ni los ayuntamientos podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlos o afectarlos en garantía.

Los recursos que se perciban por estos conceptos no forman parte de la hacienda municipal y para su recepción, aplicación y control deberán asignarse  en cuentas en administración, las cuales podrán ser auditadas en las cuentas públicas correspondientes.

Todo ingreso que perciba el Municipio deberá integrarse al acervo de la Hacienda Municipal. Sólo se destinarán a objetivos determinados las contribuciones de mejoras y las aportaciones o donaciones que se indican en las fracciones III y IV del presente artículo.

Artículo 11.- Sera facultad de los ayuntamientos, el cobro de sus impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamiento; en todo caso podrán:

I.  Convenir con el Estado, para que éste ejerza tal facultad;

II.  Autorizar o habilitar a sur órganos desconcentrados u organismos descentralizados operadores, el cobro de los derechos, productos y aprovechamientos que deban pagar los usuarios por los servicios que administren; y

III.  Con la finalidad de facilitar el pago de contribuciones o productos, convenir con las sociedades o asociaciones privadas que de conformidad con sus actividades bancarias, comerciales o sociales, tengan la capacidad y solvencia para su recepción, comprobación y entrega.

Artículo 18.- Para determinar la preferencia respecto de los créditos fiscales, en casos diversos de los previstos en el artículo anterior, se estará a lo siguiente:

I.  Los créditos provenientes de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos son preferentes a cualquier otro, con excepción de los créditos con garantía hipotecaria o prendaria, de alimentos, de salarios o sueldos devengados en el último año o de indemnizaciones a los obreros, de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo. 

II.  Para que sea aplicable la excepción a que se refiere la fracción anterior, será requisito indispensable que las garantías hipotecarias y, en su caso, las prendarias, se encuentren debidamente inscritas en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio y, respecto de los créditos por alimentos, que se haya presentado la demanda ante las autoridades competentes, antes de que se hubiese notificado al deudor del crédito fiscal; y 

III.  Que la vigencia y exigibilidad por cantidad liquida del derecho del crédito cuya preferencia se invoque, se compruebe en forma fehaciente al hacerse valer la reclamación de preferencia. 

Artículo 19.- Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, aprovechamientos, participantes y aportaciones federales para fines específicos que deba percibir el Municipio, los organismos descentralizados operadores de servicios públicos o sus concesionarios, se regularán por esta ley, por las leyes de ingresos o las leyes y reglamentos respectivos. En todo  lo no previsto por esos ordenamientos, se atenderá, en lo conducente las leyes fiscales o administrativas, estatales y federales, la jurisprudencia y el derecho común. 

Los productos se regularán por las disposiciones legales indicadas en el párrafo anterior o pro lo que, en su caso, prevengan los contratos o concesiones respectivas. 

Artículo 23.- Son atribuciones del Tesorero:

I.  Efectuar la recaudación y cobro de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos, participaciones y aportaciones federales para fines específicos;

II a XIII…

Artículo 30.- Son responsables solidarios:

I a V. . . 

VI.  Los servicios públicos, así como los notarios y corredores públicos que autoricen algún acto jurídico, expidan testimonios; den trámite a algún documento en que se consignen actos, convenios, contratos y operaciones, si no se cercioran de que se han cubierto total o parcialmente los impuestos, contribuciones de mejoras o derechos respectivos, o no den cumplimiento a las disposiciones correspondientes que regulen el pago de gravámenes, independientemente de que se harán acreedores a la imposición de sanciones previstas por esta ley;

VII a XIII…

Artículo 32.- Están exentos del pago de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, salvo lo que las leyes fiscales determinen:  

I y II…

Artículo 37. Son obligaciones de los contribuyentes:

I y II…

III.  Pagar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, en la forma y términos que establezcan las leyes respectivas; 
IV a VII…

…

Artículo 54.- Cuando el crédito fiscal esté constituido por diversos conceptos, los pagos que haga el deudor se aplicarán a cubrirlos, en el siguiente orden:

I y II…

III.  Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos distintos de los señalados en la fracción anterior, por orden de antigüedad.

…

I a III…

Artículo 61.- Las obligaciones ante el fisco municipal y los créditos a favor de éste por impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos, se extinguen por prescripción, en el término de cinco años. En el mismo plazo, se extingue también por prescripción, la obligación del fisco municipal de devolver las cantidades pagadas indebidamente. 

…

…

LIBRO SEGUNDO

DE LOS INGRESOS

TÍTULO PRIMERO

IMPUESTOS Y CONTRBUCIONES DE MEJORAS.

CAPÍTULO IX

IMPUESTO SOBRE NEGOCIOS JURÍDICOS

CAPÍTULO X

IMPUESTO SOBRE ESPECTACULOS PÚBLICOS

CAPÍTULO XI

CONTRIBUCIONES DE MEJORAS

Artículo 131.- Los municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativa especificas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras. 

El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en le decreto especifico que en su caso expida el Congreso del Estado. 

Artículo 132.- Los ingresos que por concepto de derechos obtengan el Municipio, procederán de la prestación de los sigui9entes servicios:

I a IV…

V.  Tratamiento y disposición fina de aguas residuales;

VI a X…

CAPÍTULO VI

TRATAMIENTO Y DISPOSICION FINAL DE LAS AGUAS

RESIDUALES

Artículo 157.- Para la fijación de las tarifas a que deba sujetarse los servicios de tratamiento y disposición final de aguas residuales se tendrá como base el volumen y condiciones particulares de descarga, adoptándose preferentemente si esto no fuera posible el uso de medidores; éstas se determinarán de conformidad a lo establecido en las leyes de ingresos municipales, o diversas disposiciones, cuando el servicio no lo proporcione el Municipio.

Artículo 158.- Los pagos se harán por meses o bimestres según lo determine la ley de ingresos de cada municipio, a más tardar, el día quince del mes o primer mes de cada bimestre. En caso de que se haya instalado medidor, los pagos se harán quince días después de notificado el volumen y las condiciones de descarga, previa lectura del mismo. 
Artículo 177.- Son productos las contraprestaciones o ingresos por concepto de:

I.  Arrendamiento o enajenación de bienes muebles e inmuebles de propiedad municipal;

II.  Concesión o uso del piso en la via pública;

III.  El servicio de agua potable, drenaje y alcantarillado, en sus diversos usos y modalidades, conforme las disposiciones de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios y sus reglamentos;

IV.  Prestación de servicios de cementerios y enajenación o concesión del uso de los mismos;

V.  La prestación de otros servicios contratados; y 

VI.  Otros ingresos diversos.

Artículo 178.- Para la percepción de estos ingresos se estarán a lo dispuestos en esta ley y según el caso, en las leyes que regulen la prestación de los servicios y en los contratos o concesiones respectivos o en las escrituras constitutivas o decreto que den nacimiento a los organismos descentralizados o empresas municipales y, en defecto de ellos, en las disposiciones legales que les sean aplicables.

Artículo 302.- El producto del remate se aplicará al pago del crédito fiscal, en el orden siguiente:

I.  Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, que dieron lugar al embargo;

II a IV…

…

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto iniciará su vigencia el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Los Ayuntamientos y el Congreso del Estado procederán a modificar leyes de ingresos municipales, para adecuarlas a las disposiciones del presente Decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Los Ayuntamiento procederán a emitir los reglamentos municipales para regular la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento de aguas residuales, conforme a sus atribuciones constitucionales y las disposiciones que se establecen en la Ley del Gobierno y la Administración Municipal, la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.

ARTÍCULO CUARTO.- Las disposiciones de las leyes de ingresos municipales en materia de “agua potable y alcantarillado”, en tanto los Ayuntamientos y sus dependencias u organismos, asuman la administración de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y autoricen sus cuotas o tarifas, conforme las disposiciones de la presente Ley.

ARTÍCULO QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en el presente Decreto. 

Atentamente,

“Sufragio Efectivo. No Reelección”

“2011, Año de los Juegos Panamericanos en Jalisco”

Dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado de Jalisco en la

Ciudad de Guadalajara, Jalisco a los 24 días del mes de Marzo del año 2011.

EL DIPUTADO

Luis Armando Córdova Díaz
45-24083


